
r
trativo. Adquisición de un automóvil para uso de
la r.otería Nacional de Beneficencia. cnasto objetado
por la contraloría. Gasto previsto en el presupuesto
de la Iotería y aprobado mediante Ley" Solicitud
de pago viable jr:rídicarnente.

Considera la Sala gue el gasto gue solicita
Ia r.otería Nacional de Beneficencia tiene r:n funda-
mento jurídico inobjetable ya que se encuentra
autorizado en el presupuesto de ra j-nst-itución,
fue autorizado por la Junta Directivar s€ efectuó
el concurso o solicitud de precios correspondiente,
se adjudicó eI contrato y el vendedor entregó
el vehrÍculo gue la institución opera en la actualidad.

Frente a esta sitr:ación jurídica evidenternente
consolidada no puede la cortralorÍa General de
la Repírblica, en esta etapa del desarrollo del
negocio jurídico mencionado, objetar el gasto por
razones económicas, las que adernás no ha acreditado
el contralor c'enerar de la Repúbrica. r.a sitr:ación
probatoria, en este úItifip aspector €s la contraria:
la rotería ha comprobado mediante fotos visibles
a fo ja tO del ecpediente el estado deplorable en
que se encontraba er vehrículo Nissan cedric asignado
a la Subdireccion General de Ia Institución.

la SaIa Concluye, entonces, que el acto adminis-
trativo de la lotería Nacional de Beneficencia
tiene sólido fundanrento jurídico y responde a una
verdadera necesidad de la insti_tución.
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
PAI{AI,!A, \tEr}üIruNo (2t¡ DE
(1991-) .

VISTOS:

SALA TERCERA (COITIENCIOSO ADMINISTRATI\ZA) .
OCTT]BRE DE MIL NO\IECIETVTOS NO\lm\]TA Y UNO

EI Contralor C'eneral de Ia Repúrblica ha presentado ante Ia
Sala Tercera de la Corte Suprerna de Justicia petición para gLle aguélla
se pronuncie sobre Ia viabilidad y valor legal de un acto admj¡istrativo
de Ia Lotería Nacior¡al de Beneficencia.

EI acto sobre el cual recae 1a petición del Contralor C,eneral
de la Repfiblica se encgentra en la Nota No. 9l- (120-01- \ 264 de 24 de
febrero de L99L ocpedida por eI Doctor Luis Guil lernrc Casco Arias,
Director C'eneral de la Lotería Nacior¡al de Beneficencia. Mediante dicho
acto el mencionado fr-mcionario solicita a la Contraloría General de
Ia Repítbfica, por insistencia, que apruebe un pago de B/.2Lr000.00
en concepto de precio gtre debe pagar la Lotería Nacional de Beneficenciapor la adguisición de un automóvil para uso de la Subdirección General
de dicha institución.
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Considera eI COntralor General de la Repírblica que el gasto
anteriornerrte rnencionado carece de justificación ya que 1a Subdirección
General de la Lotería Nacional de Beneficencia tiene tres vehículos
a su disposición. La Contralcría fundamerrta su objeción en el artículo
77 de la Ley 32 de L984 que la faculta para objetar r.rr gasto por razones
jurídicas o económicas y ¡ en este caso, €I Contralor enfatiza gue su
objeción es "desde eI punto de vista económico y del servicio" (a foja
41 .

El Director C,eneral de Ia Lotería Nacional de Beneficencia,
mediante su apoderada especial, Icda. Rebeca Porras Saldaña, conLestó
la petición del Contralor C,eneral y se opuso a la mj-sma alegando n en
primer término, que no es cierto gue la Sr,rbdirección cuente con tres
vehrículos y que el gasto se encuentra contenplado en eI presupuesto
de la institución. Además, arguye gue el informe del Ministerio de
Planificación y Política Económica sobre detalle y aprobación del vehícu-
Io, requerido por el artículo 48 de Ia Ley 32 de l-990 r se refiere a
transferencias de partidas para ser utilizadas en finalidades distintas
a las que fueron presupuestadas.

El Procurador de la Administración rindió concepto sobre
la petición antes mencionada mediante Vista No.49l de 2 de ocLr:bre
de L99L. Este fr¡ncionario solicita que la Sala reconozca valor lega 1

al acto admj¡ristrativo o<pedido por Ia LoterÍa Nacional de Beneficencia
"a fin que Ia Contraloría General de la Repúrblica proceda aI pago del
mismo". La SaIa considera conveniente reproducir algunos argumentos
esgrimidos por el Procurador en el citado documento:

"Por otro lador €s conveniente determinar si la
erogación a que alude 1a consulta de validez fornrula-
da, estaba incluída o no dentro del presupuesto
de la entidad, de ta1 suerte que su pago estuviese
previsto por la ley gue aprobó el presupuesLo de
la institución. Sobre eI particular a fs.l-l- tie
la consulta encontrancs copia del j-::forme emitido
por la Contraloría C,eneral de Ia Repúrblica referente
aI presupuesto de l-990, de la cual ncs permitimos
transcribir 1o sigluiente:

"Para eI año de f990, €1 Presupuesto aprobado de
la l"otería Nacional de Beneficenca asciende a B/ . -
7.77.0 millones, de los cuales B/ " 3J "7 millones
corresponde a Egresos de Funcionamiento y B/. 39"3
millones a @resos de Capital.

Al finalizar el mi-smor €o relación a los F,gresos
de funcionamiento, tenernos que se han realizado
compromisos ¡:or la suna de B/.33.5 millones refleján-
dose de esta nnnera una diferencia por realizar
de B/.L.9 millones, mientras qlue, en relación a
los Egresos por Inversiones, tenemos gue la lotería
Nacional -de Beneficencia, únicamente ha realizado
la suma de B/.2Lr000.00 en la adguisición de un
auto marca Hyundai, reflejándose así un saldo por
ejecutar de B/ . l-59 , 000 . 00 . " (Cfr. fs . 11) "

Es evidente gue la propia Contraloría C,eneral de
Ia República e><presa que en el presupuesto a cuya
vigencia se refiere, y gue se encuentra precisamente
afectado por 1a adquisición objetada, está contem-

I
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plada la partida sr¡ficierrte para la adquisición
de dicho vehlculo y que aI ser sonetida aI arÉlisis
de la autoridad fiscalizadora, deben haberse crrrF
plido los trámites de concurso o soLi-citud de precios,
por lo que se adjudicó de manera definitiva a uno
de los postulantes, gt¡ien entregó el vehicul_o y
requiere gue le sea pagado su precio.

Siendo eIlo así, resulta poco contunrCente
el señalamiento de tipo econ6mico que se le pueda
atribuir conro objeción a dicho pago, por cuanto
que era un gasto contemplado en ia Ley de presupuesto
y para la aplicación del mismo se cunpl-ieron las
exi-genci-as legales de concurso o solicitud de precios,
y autorización por la Junta Directiva que es la
autoridad con facultad para disponer de 'Jna suma
con¡c la fijada crcmo precio del vehículo.

La Sala considera gue es claro gue e} gasto en cuyo desembolso
insiste la Lotería Nacional de Beneficencia se encuentra previsto en
el presupuesto de dicha i-nstitución, el cual fue debidamente aprobado
mediante ley. La compra fue autorizada mediante la Resolución 90-24
de 26 de octubre de 1-990 e><pedida por Ia Junta Directiva de la lotería
Nacional de Beneficencia de conformidad con 1a potestad gue le confiere
el Nurneral 8 de1 artículo 18 del Decreto de Gabinete No .224 de 16 de
julio de L969, orgánico de la lotería Nacional de Beneficencia. Cabe
señalar que esa resolución contó con la aprobaci6n del- Sub Cont-ralor
C'eneral de la República ya que et concurso de precios respectivo fue
aprobado por este funcionario y luego ¡rcr la Junta Directiva"

La Iotería Nacional de Beneficencia efectuó el concurso o
solicitud de precios, adjudicó eI contrato y el vehículo le fue entregado
a Ia institución, que en la actualidad utiliza este vehículo"

1" Considera la Sala qr:e el gasto gue solicita la Lotería Nacional\ de Beneficencia tiene un fundamento jr.rídico inobjetable ya qLre se
encuentra autorizado en el presupuesto de la j¡rstitución, fue autorizado
por la Junta Directivar s€ efectuó el concurso o sol-icitud de precios
correspondienter se adjudicó eI contrato y e1 vendedor entregó et vehícu-
1o que la institución opera en la actualidad.

Frente a esta sitr¡ación jurÍdica evidentemente consolidada
no puede la Contraloría General de la República, en esta etapa del
desarrollo del negocio jr:rídico rnencionado, objetar eI gasto Wr razones
económicas, las que además no ha acreditado el Contralor General de
la República. La sitr:ación probatoria, e-n este últiino aspector €s la
contraria: la lotería ha comprobado nrediante fotos visibles a foja
1-0 del expediente el estado deplorable en que se encontraba eI vehículo

¡ Nissan Cedric asignado a la Sr:bdirección C,eneral de la Institución"L-

r,a sala concluye, entonces, gue er acto adminj-strativo de
la Lotería Nacior¡al de Benef icencj-a tiene sóliCo fundamento jurídico
y responde a una verdadera necesidad de Ia institución.

H:I consecuencia, la Sala Terr:era (Contencioso Administrativa)
de la Corte Suprerna, administrando justicia en nombre de la Repúb1ica
y por autoridad de la Ley, DrcIARA que es viable jurídicamente la solici-
tud de pago de veintiun mil balboas (B/.21-rC)00.00) en concepto de precio
de un automóvil para uso de la Subdjrección General de la lotería Nacio-
nal de Beneficencia contenida en la Nota 91,.- (f20-01-) 264 de esa institu-
ción y que' en consecuenci-a, ef Contralor General de la Repírblica debe
darle cumplimiento a esa solicj_tud"
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CüPIESE, NOTIFJ.QTJESE Y CUMPI,ASE .

(Fdo. ) ARTURO HCYOS.

(Fdo. ) E|€ARDO MOLINO l,tOLA. (FdO. ) CESAR QUIN.TEIRO"

(Fdo. ) JAIüINA SMALL.
Secretaria.
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DE},IANDA COT,ITMüCIOSO AD¡4INISTRATI\A DE PLENA JURISDIOCIONI I}üTERPUESTA
POR L'A F rRMA CARRETRA Y PrrTl, m{ REpRESmt'rACro}I DE PANAMA ArR I\,LARTNE
SAFETY Y SUPPLY INC. (PAI\AMA) , PARA QUE SE DEG,ARE NU--IO RfR IL,EGAL,
EI, ACTC ADI"IINISTRATTVO DE 199]., PROFERIDA H]R L.A DIRECCION GENERAL
DE TRABAJO DEf, MINISIERIO DE TRABA,JO Y BIENIESTAR SOCIAL, ACTO L-ONFIRI"IATO-
il'IO Y PARA QUE SE HAGAN OTIRAS DruARACIONES " (MAcISTRpjlO I'rfNm\'IE: EDGARDO
HOLile ¡OtrÁ) .

DE!{INDA rI\IADryFTBLE. A[]IO Cq{FrFüATORTOI

{":ÜRTE SUPF¿MA DE JUSTICIA" SAIA DE I.o CChIIE¡üCIOSO ADI\4INISTFATI\C. PA}.IAMAI
\"'iRINT]TRES (231 DE OCTUBRE DE MIL IüC\IECIE}ITOS }üO\MN]TA Y UNO (199]-) "

VISTOS;

La firrna CARREIRA Y PITTI r en representación de PAIIAMA AIR
FiAF'i\fr S.AFfi'IY & SUPPTY INC. {PAII{AR) ha interpuesLo rec¿rso cle apelación
cie-r-i- A.l;t'': de LZ de jul io de l-991- , que NO AD,IITE dernncta Contencj-oso
Arl¡nininf::at.ir¡a de PLena Jurisdicción, inLerpuesta por e1 recurrenr-e
ccnrra l-a liesolución No"64-DGT-53-91- de L9 de abril_ d.e 199i_"

I-a recurrente pa-ra sustentar su alzada sostiene que anteriornen-
t-e la Sa-]-a Contencioso Administrativa ha interpret-ado qlie no todas
i ¡:s -funcj.c;nes descritas con la frase conocer y deciciir: en ia i-ey 53
c'ej975a1icenafuncj.onesjurisdiccionadevei..nliseis
de it:n:-o de 1990. También rnanifíesta gue no es dable al Ministerio
rJe T::ab.lio en fr-inciones jurisdiccionales, determinar el salaíio mínjnx:
ai:l-ic,aL'L-e iri la diferencia adeudada, puesto que esta actuación es típica-
rnente adrninis'trati¡ra y gue es por esto gue la Iey 53 de Ig75 "NO i,E
DA A L,A ADIVIINISTRACION FACULTAD BIECUTIVA sobre sus decisi.ones raz6npor l-a sue las mismas dei:en ser l levadas a la JURISDICC-ION i,pBORAt
para logra-r: el efecto de una decisión jur.isdiccional. "

Del recurso de apelación se le corrj-ó Lraslacio al Procuraclor
de la- ,\drni-nistraci6n quien al objetar Ia alzada sostur.'o básicamente
qlle ha sida imzariable el criterio sobre 1a ir¡admisibilidacl rle d.ernandas
conb'enc-toso administrativas que pretendan impugnar resoluciones prorrenien-
tes dei I'lj.nisberic de Trabajo que han sido emitidas en base a la Ley
5-1 de L975 y que en el presente proceso hay eviclencía de un proceso
gue clennndaba un pronunciamiento por parte de esta entidad aCminj-strativa.
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